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    V.  EXPEDIENTE D-12418 -   SENTENCIA C-056/19 (febrero 13) 
         M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado 
 

 

1. Norma acusada 
LEY 1819 DE 2016 

(diciembre 29) 

Por medio de la cual se adopta una reforma tributaria estructural, se fortalecen los mecanismos para la lucha 

contra la evasión y la elusión fiscal, y se dictan otras disposiciones 
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ARTÍCULO 343. TERRITORIALIDAD DEL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO. El impuesto de 
industria y comercio se causa a favor del municipio en el cual se realice la actividad gravada, bajo las siguientes 
reglas: 

Se mantienen las reglas especiales de causación para el sector financiero señaladas en el artículo 211 del Decreto-
ley 1333 de 1986 y de servicios públicos domiciliarios previstas en la Ley 383 de 1997. 

1. En la actividad industrial se mantiene la regla prevista en el artículo 77 de la Ley 49 de 1990 y se entiende que 
la comercialización de productos por él elaborados es la culminación de su actividad industrial y por tanto no causa 
el impuesto como actividad comercial en cabeza del mismo. 

2. En la actividad comercial se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 

a) Si la actividad se realiza en un establecimiento de comercio abierto al público o en puntos de venta, se entenderá 
realizada en el municipio en donde estos se encuentren; 

b) Si la actividad se realiza en un municipio en donde no existe establecimiento de comercio ni puntos 
de venta, la actividad se entenderá realizada en el municipio en donde se perfecciona la venta. Por 
tanto, el impuesto se causa en la jurisdicción del municipio en donde se convienen el precio y la cosa 
vendida; 

c) Las ventas directas al consumidor a través de correo, catálogos, compras en línea, tele ventas y 
ventas electrónicas se entenderán gravadas en el municipio que corresponda al lugar de despacho de 
la mercancía; 

d) En la actividad de inversionistas, los ingresos se entienden gravados en el municipio o distrito donde se encuentra 
ubicada la sede de la sociedad donde se poseen las inversiones. 

3. En la actividad de servicios, el ingreso se entenderá percibido en el lugar donde se ejecute la prestación del 
mismo, salvo en los siguientes casos: 

a) En la actividad de transporte el ingreso se entenderá percibido en el municipio o distrito desde donde se despacha 
el bien, mercancía o persona; 

b) En los servicios de televisión e Internet por suscripción y telefonía fija, el ingreso se entiende percibido en el 
municipio en el que se encuentre el suscriptor del servicio, según el lugar informado en el respectivo contrato; 

c) En el servicio de telefonía móvil, navegación móvil y servicio de datos, el ingreso se entiende percibido en el 
domicilio principal del usuario que registre al momento de la suscripción del contrato o en el documento de 
actualización. Las empresas de telefonía móvil deberán llevar un registro de ingresos discriminados por cada 
municipio o distrito, conforme la regla aquí establecida. El valor de ingresos cuya jurisdicción no pueda establecerse 
se distribuirá proporcionalmente en el total de municipios según su participación en los ingresos ya distribuidos. Lo 
previsto en este literal entrará en vigencia a partir del 1o de enero de 2018. 

En las actividades desarrolladas a través de patrimonios autónomos el impuesto se causa a favor del municipio 
donde se realicen, sobre la base gravable general y a la tarifa de la actividad ejercida. 

 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados en esta sentencia, los literales b) y c) 
contenidos en el numeral 2o. del artículo 343 de la Ley 1819 de 2016. 

 
3. Síntesis de la providencia 
 
Las normas acusadas determinan los criterios para la definición del sujeto activo del impuesto 
de industria y comercio - ICA, en los casos en que (i) la actividad comercial se realiza en un 
municipio donde el contribuyente no tiene establecimiento de comercio ni puntos de venta; o 
(ii) se trate de ventas a distancia.  En el primer caso, la actividad comercial se entenderá 
realizada en el municipio donde se perfeccione la venta, esto es, donde se convenga el precio 
y la cosa vendida: esta entidad territorial tendrá la condición de sujeto activo. En el segundo 
caso, el sujeto activo será aquel municipio que sea el lugar de despacho de las mercancías.  
 
La Corte asumió el estudio de la demanda presentada, la cual estima que estas normas son 
inconstitucionales porque los conceptos utilizados por el Legislador son vagos e 
indeterminados, lo que impide que sirvan de criterios unívocos para la definición del sujeto 
activo del ICA, circunstancia que hace a los preceptos incompatibles con los principios de 
legalidad y certeza de los tributos.  
 
Igualmente, el demandante advierte que las normas acusadas, en la medida en que disponen 
que el sujeto activo pueda ser un municipio diferente al lugar donde son comprados los bienes, 
desconocen los principios de equidad y justicia tributaria.  Expone que de acuerdo con la 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1333_1986_pr004.html#211
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1333_1986.html#Inicio
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0383_1997.html#Inicio
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jurisprudencia constitucional y contenciosa administrativa sobre la territorialidad del ICA, el 
sujeto activo del impuesto debe ser el municipio donde se originan los ingresos, que el actor 
identifica con el lugar donde se localiza el comprador, pues es allí donde de ordinario se 
obtienen tales recursos.  
 
La Corte evidenció que los apartes demandados son exequibles por los cargos propuestos.  En 
cuanto al primer cargo, aunque los conceptos acusados son amplios, (i) pueden ser objeto de 
definición concreta a partir de un ejercicio interpretativo y al amparo de otros preceptos legales 
que les confieran sentido; y (ii) en todo caso resulta necesario que el Legislativo confiera un 
grado de amplitud a la definición de los criterios de los sujetos activos de los impuestos 
municipales, pues de lo contrario vaciaría la competencia normativa adscrita a los concejos.  
 
En cuanto al segundo cargo, la Sala encontró que es válido el argumento según el cual los 
principios de equidad y justicia tributaria implican la necesidad de distribuir los beneficios 
derivados del ingreso fiscal territorial, tratándose del ICA, de manera equitativa respecto de 
los municipios que incurren en costos por la actividad comercial. Sin embargo, las normas 
analizadas no contradicen dichos principios, puesto que la decisión legislativa de asignar la 
condición de sujeto activo del ICA al municipio donde se perfecciona la venta o se realiza el 
despacho de las mercancías, no se muestra irrazonable o desproporcionada. Ello debido a que 
es evidente que dichas jurisdicciones están involucradas en la actividad comercial respectiva, 
que es precisamente el criterio base para la definición del sujeto activo del ICA.  De este modo, 
el Congreso puede válidamente asignarles esa condición, sin que se encuentre que la 
Constitución imponga el deber de realizar una distribución diferente de la titularidad del tributo.  
 
En consecuencia, a partir de los cargos propuestos, los literales (b) y (c) del numeral 2° del 
artículo 343 de la Ley 1819 de 2016 no se oponen a la Carta Política.  
 

LA CORTE CONSTITUCIONAL DECLARÓ EXEQUIBLE EL “ACUERDO PARA CREAR EL FONDO DE 

COOPERACIÓN DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO” Y LA LEY  1897 DE 2018, APROBATORIA DEL 

MISMO, TANTO DESDE EL PUNTO DE VISTA FORMAL COMO MATERIAL  
 
 

 


